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En la Ley Suprema de la Nación se encuentran las bases constitucionales federales del Municipio. En la sanción originaria de 1853 se reconoció el régimen municipal en el artículo 5 y además se efectuó una mención del Presidente de la Municipalidad de la Capital Federal, en la elección indirecta de Presidente y Vicepresidente de la Nación, en el artículo 81.


Las instituciones locales fueron restablecidas por el artículo 5, que entre las condiciones fijadas a las Provincias para el goce y ejercicio de sus autonomías, impuso la de "asegurar el régimen municipal". La frase no figuraba en el Proyecto de Alberdi y fue incorporada al texto constitucional por el convencional cordobés Juan del Campillo. Como en otros temas importantes, no hubo discusión alguna y se aprobó directamente. La inexistencia de debate originó a lo largo del tiempo distintas interpretaciones sobre el significado de la frase, tanto en la jurisprudencia, como en la doctrina y en la legislación, que fueron conformando un régimen local cuyo rasgo predominante es la diversidad, ya que cada Provincia establece las bases respectivas.
Sin embargo, existieron dos antecedentes de singular importancia para desentrañar el sentido de aquella normativa. En efecto, el Director Provisorio de la Coalición Argentina, Justo José de Urquiza, dictó el 2 de septiembre de 1852 un Decreto de Organización de la Municipalidad de Buenos Aires, que según Tomás Diego Bernard efectuó un claro resumen del problema municipal: lo definió como un instituto natural, señaló el error de la supresión del Cabildo y lo organizó como un verdadero poder o gobierno, sobre la base de la elección popular.

El otro antecedente fue la Ley del 6 de mayo de 1853, Orgánica Municipal para la ciudad de Buenos Aires, sancionada por la misma Convención Constituyente que nos diera la Constitución Nacional, actuando esta vez como Congreso Nacional. La ley siguió los lineamientos del decreto antes citado y fue redactada precisamente por la misma Comisión Redactora de la Ley Suprema, integrada por Zapata, Leiva, Gutiérrez, Díaz Colodrero, Del Campillo, Ferré y Gorostiaga.


Más allá de nuestra interpretación sobre el artículo 5, esa escueta frase "régimen municipal" originó una muy aguda disputa tanto en la doctrina como en la jurisprudencia y la legislación, entre quienes sostenían la autonomía municipal y quienes se oponían a ella, defendiendo la autarquía como la naturaleza jurídica de las instituciones locales. Este debate fue el más extenso y profundo de nuestro derecho municipal y como veremos, tuvo implicancias políticas e institucionales muy importantes, pues la cuestión giró en torno de la ubicación y jerarquía del municipio dentro de la organización estatal argentina.

La idea de la autarquía fue enunciada por Rafael Bielsa, que en 1930 publicó su obra "Principios del régimen municipal", asignando a los municipios dicha naturaleza, pues correspondía según su punto de vista la autonomía a las provincias y la soberanía al Estado federal. La autarquía significaba en derecho administrativo que dicha persona jurídica era creada por ley, con finalidades específicas y con controles de entidades superiores. En definitiva, ello sentaba las bases para la dependencia de los municipios de los gobiernos provinciales.
Por el contrario, la idea de la autonomía, sostenida por constitucionalistas que más adelante citamos desde el siglo XIX, y especialmente reivindicada desde el derecho municipal por Adolfo Korn Villafañe, desde la Universidad de La Plata, en su obra "La República representativa municipal” de 1944, se basó en el concepto de propio gobierno local de los municipios, que además tenían una entidad política esencial y se constituían en la base de nuestra organización institucional; y por la Universidad del Litoral, a través de los grandes municipalistas Alcides Greca y Salvador Dana Montaño. En tal sentido, no debe olvidarse que la primera Cátedra de Derecho Municipal fue creada en dicha casa de altos estudios de la ciudad de Santa Fe en 1921.


Este debate sobre la naturaleza jurídica del municipio ocupa casi toda nuestra historia, aunque sus momentos culminantes corresponden al siglo XX, tal como se observa en los tres períodos que hemos señalado al respecto:
a) 1853-1986

En este período es cuando se aprecia la mayor confrontación de las posiciones tanto en la doctrina, como en la jurisprudencia y la legislación. En el ámbito doctrinario sostuvieron la autonomía José Manuel Estrada, Joaquín V. González, Manuel Montes de Oca, Arturo M. Bas, Angel Baulina, Adolfo Korn Villafañe, Alcides Greca, Salvador Dana Montaño, Carlos Mouchet, Carlos Sánchez Viamonte, Germán Bidart Campos, Jorge R. Vanossi y Tomás Diego Bernard, entre otros a los que nos sumamos.


En cambio, se inclinaron por la defensa de la autarquía la mayoría de los administrativistas que siguieron la opinión de Rafael Bielsa, como Benjamín Villegas Basavilbaso, Manuel María Diez, Bartolomé Fiorini y Miguel S. Marienhoff.

Ya en tiempos más cercanos, la IX Conferencia Nacional de Abogados, celebrada en San Francisco, Córdoba, en 1979, por medio de su Comisión de Régimen Municipal (12), se expidió también por la autonomía municipal.

En cuanto a la jurisprudencia, veremos en primer término la de nuestro más alto Tribunal. La Corte Suprema de Justicia de la Nación inicialmente sostuvo la autonomía municipal ("Fallos", T. 9, pág. 279), resaltó la "tradición hispano colonial" ("Fallos", T. 171, pág. 79) y expresó que eran "gobiernos o poderes" dotados de parte de la soberanía popular para el régimen de las localidades ("Fallos", T. 5, pág. 284 y T. 13, pág. 117). 
Pero posteriormente se afirmó la conocida postura del caso "Ferrocarril del Sud c. Municipalidad de La Plata", de 1911, donde expresó que "las Municipalidades no son más que delegaciones de poderes provinciales, circunscritas a fines y límites administrativos que la Constitución ha previsto como entidades del régimen provincial y sujetas a su propia legislación (Constitución Nacional art. 5), para lo cual ejercen también facultades impositivas y coextensivas en la parte del poder que para este objeto le acuerden las constituciones y leyes provinciales en uso de un primordial derecho de autonomía”, (“Fallos", T. 113, pág. 282 y T. 123, pág. 313).


En esta línea de pensamiento dijo más adelante la Corte que las municipalidades "...no son entidades autónomas, ni bases del gobierno representativo, republicano y federal" (“Fallos", T. 194, pág. 111).


Afortunadamente, esta jurisprudencia no obtuvo pleno seguimiento por parte de otros tribunales. En efecto, el Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba, en la causa "Intendente Municipal de Córdoba Plantea Conflicto", falló el 13 de septiembre de 1929 sosteniendo la autonomía local, y en un precedente del 30 de octubre de 1972, en "Frigorífico Carnevali S.A. c. Municipalidad de Córdoba”, expresó que "...el municipio constituye un nucleamiento político autónomo impuesto obligatoriamente por la Constitución Nacional (art. 3) como condición para gozar de la garantía federal'.


En el ámbito de la legislación debemos resaltar ya en este siglo; el notable antecedente de la Convención Constituyente de la Provincia de Santa Fe de 1921, que en los artículos 149 a 151 de la Ley Suprema de dicho Estado, consagró la posibilidad de la sanción de Cartas Orgánicas municipales para los gobiernos locales de primera categoría, o sea los de más de 25.000 habitantes. Este precedente santafesino, debido a la influencia política de Lisandro de la Torre, de profunda vocación municipalista, colocó a dicha provincia en un lugar de avanzada a nivel americano, pues en el continente ya se estaban difundiendo en sucesivos Congresos las ideas de la autonomía local, que contaban con la experiencia proveniente de los Estados Unidos, pues en algunos Estados en el siglo pasado se había implementado el sistema de cartas. 
Pero como la Convención Constituyente Provincial en dos oportunidades extendió su mandato, se originó una disputa sobre el alcance de la competencia de las convenciones reformadoras. Puesta en vigencia en 1932 dicha reforma, se sancionaron las primeras Cartas Orgánicas argentinas en las ciudades de Santa Fe y de Rosario, pero al ser derogada la citada reforma constitucional en 1935, iguales suertes corrieron dichas Cartas.


Este precedente autonomista fue continuado por la reforma constitucional cordobesa de 1923, donde, aunque no se aprobó un dictamen similar de la Comisión de Régimen Municipal presidida por Carlos Astrada Ponce, sin embargo, se establecieron las bases para una autonomía municipal relativa.

Otro antecedente en esta misma línea fue la Convención Nacional Constituyente de 1957, donde se presentaron proyectos para sustituir la frase "régimen municipal” del artículo 5 por la de "autonomía municipal” y así concluir el debate sobre la naturaleza del municipio. Fueron autores de las iniciativas los Convencionales Santiago Felipe Frugoni Zavala; Teodoro Bronzini, Alfredo Palacios, Américo Ghioldi y otros; José Aguirre Cámara, Carlos Guida; Valentín A. Mercado y Rodolfo Juan Ferrari y Mario Grau y José B. Casas.
Esta línea autonomista se vería fortalecida en el período de reformas constitucionales provinciales efectuadas entre 1957 y 1966, ya que siete constituciones provinciales (Catamarca, Chubut, Formosa, Misiones, Neuquén, Río Negro y Santiago del Estero) consagrarían la posibilidad de la sanción de cartas orgánicas locales, aunque a la finalización de este período que analizamos, sólo la ciudad de Santiago del Estero dictó su propia Carta Orgánica en 1961, la que se encuentra vigente.

Veamos ahora lo que disponían sobre esta cuestión las Leyes Supremas provinciales antes de 1986, que es la fecha en que comienza un período de profundas reformas constitucionales, como consecuencia del advenimiento de la democracia.


Estas eran las fórmulas utilizadas:

a) "...tanto las municipalidades de Concejo como las de Comisión, pasarán anualmente al Poder Ejecutivo de la Provincia una memoria en que se hará constar detalladamente la percepción e inversión de sus rentas y estarán sujetas a su inspección y vigilancia”, como lo decía la Constitución de La Rioja (art. 197), expresándose en forma similar las Constituciones Provinciales de Jujuy (art. 134) y San Luis (art. 152).

b) "...la administración de los intereses y servicios locales en la Capital y cada uno de los partidos que forman la Provincia, estará a cargo de una municipalidad", como lo ex-presa la Constitución de Buenos Aires (art. 181) y, en forma análoga, las constituciones de Mendoza (art. 197) y Salta (art. 171).

c) "... el gobierno de los municipios de primera categoría..." y "el gobierno de los municipios de segunda y tercera categoría...", como refiere la Constitución de Corrientes (arts. 158 y 159), haciéndolo igualmente las constituciones de Entre Ríos (art. 180), San Juan (art. 139) y Santa Fe (art 106).

d) "... las municipalidades son independientes de todo otro poder en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las leyes que dicte la Legislatura con arreglo al inc. 3 del art. 83", como ordena la Constitución de Córdoba (art. 144), con redacción parecida a la Constitución de Tucumán (art. 136).

e) "...todas las comunas existentes a la fecha de promulgarse esta Constitución y las que se creen de conformidad al régimen que ella establece, gozarán de plena autonomía política, administrativa y financiera...", según manifiesta la Constitución de Formosa (art. 140) y lo dicen en forma similar las constituciones del Chaco (art. 179), Chubut (art. 208), Catamarca (art. 244), La Pampa (art. 107), Misiones (art. 16l), Neuquén (art. 184), Río Negro (art. 168), Santa Cruz (art 140) y Santiago del Estero (art. 156 bis).


Adviértase la distancia conceptual que separaba a las distintas fórmulas, y en especial a las dos primeras, de los tres restantes y en particular de la postrera, que caracteriza la tendencia claramente autonomista de la última legislación municipal argentina, sancionada a partir del año 1957.
b) 1986-1994

Para el análisis de la cuestión en este período, también observaremos lo acontecido en la doctrina, jurisprudencia y legislación. En el primer aspecto, se mantuvieron las posiciones del período anterior.

En cuanto a la jurisprudencia, se produjo un cambio sustancial en la materia, especial-mente por la nueva posición fijada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, el más alto tribunal abandonó aquella tesis que servía de fundamento a quienes abogaban por la "autarquía" y al contrario admitió la “autonomía municipal”, en el caso “Rivademar, Angela D. B. Martínez Galván de c. Municipalidad de Rosario”, fallado el 21 de marzo de 1989, por el presidente de la Corte, Dr. José Severo Caballero, y los ministros Dres. Augusto Belluscio, Carlos S. Fayt, Enrique S. Petracchi y Jorge A. Bacqué.

Los más importantes fundamentos de la Corte surgen de los considerandos 8 y 9 que seguidamente transcribimos:

"8. Que un nuevo y más detenido examen de la cuestión aconseja, en el momento actual, revisar esa doctrina que se ha mantenido casi invariablemente en la jurisprudencia de esta Corte (aclaramos que se refiere a la que sirvió de base a la "autarquía").

"En primer lugar, como bien señala la procuradora fiscal en su dictamen, ella de ningún modo podría ser afirmada con carácter uniforme para todo el territorio de la Nación, ya que a partir de 1957 diversas constituciones provinciales han consagrado el criterio de la autonomía de los municipios, que puede ser plena, cuando se los faculta a dictar sus propias cartas orgánicas, o semiplena, cuando no alcanza esa atribución.

"Por otra parte, aún prescindiendo de las prescripciones concretas de las constituciones provinciales vigentes, debe reconocerse que mal se avienen con el concepto de autarquía diversos caracteres de los municipios, tales como su origen constitucional frente al meramente legal de las entidades autárquicas; la existencia de una base sociológica constituida por la población de la comuna, ausente en tales entidades; la imposibilidad de su supresión o desaparición, dado que la Constitución asegura su existencia, lo que tampoco ocurre con los entes autárquicos; el carácter de legislación local de las ordenanzas municipales frente al de resoluciones administrativas de las emanadas de las autoridades de las entidades autárquicas; el carácter de personas jurídicas de derecho público y de carácter necesario de los municipios (art. 33, Cód. Civil, y especialmente la distinción hecha en el texto originario de Vélez Sarsfield), frente al carácter contingente de los entes autárquicos; el alcance de sus resoluciones, que comprende a todos los habitantes de su circunscripción territorial, y no sólo a las personas vinculadas, como en las entidades autárquicas.


"9. Que, sin embargo, aún cuando no se reconozca que la autonomía de los municipios cuenta con base constitucional tampoco puede prescindirse de que la necesaria existencia de un régimen municipal impuesta por el art. 5 de la Constitución determina que las leyes provinciales no sólo no puedan legítimamente omitir establecerlos, sino que tampoco puedan privarlos de las atribuciones mínimas necesarias para el desempeño de su cometido, entre las cuales resulta esencial la de fijar la planta de su personal, de-signarlo y removerlo. Fácil es advertir que, si se encontraran sujetos en estos aspectos a las decisiones de una autoridad extraña, aunque se trate de la provincial; ésta podría impedirles el cumplimiento de sus funciones negándoles el personal necesario para llevar-las a cabo, o causar el desorden administrativo o la ruina económica imponiéndoles un número excesivo de empleados o remuneraciones que sus recursos no permitiesen afrontar".

Este fallo es un hito fundamental en la lucha por la autonomía municipal, porque el más alto tribunal la admitió en forma explícita, además de hacer referencia a su distinción entre plena y semiplena, y de explicitar; con argumentos que veníamos exponiendo; las agudas diferencias entre un municipio y una persona autárquica. 

La resolución significó el reconocimiento incuestionable del rumbo autonomista adoptado por el constitucionalismo provincial y la doctrina municipalista. Asimismo, este notable cambio jurisprudencial sirvió de fundamento para la consagración expresa de la autonomía municipal en la reforma constitucional de 1994.

En cuanto a la legislación, con el advenimiento del estado de derecho en 1983 comenzó un notable proceso de modernización institucional, que implicó el ejercicio del poder constituyente en los distintos órdenes gubernamentales, tanto federal como provinciales y municipales.


A diferencia de otros ciclos históricos de reformas constitucionales provinciales, precedidos por la reforma de la Constitución Nacional, esta vez se siguió un camino inverso, pues primero se produjeron las modificaciones en el orden provincial y municipal y finalmente la reforma de la ley suprema nacional, con un signo claramente federalista. 
Como más adelante veremos, la reanimación del rumbo municipalista efectuado en las reformas provinciales, confirmó una vez más el acierto de Alberdi al señalar que la parte más rica de nuestro derecho público era el provincial, y por eso resultó una consecuencia lógica y natural la consagración en la Constitución Nacional del principio de la autonomía municipal en forma explícita en el artículo 123, en 1994.


En este ciclo comenzado en 1986 y todavía no concluido, debemos indicar que no sólo hubo ejercicio de poder constituyente derivado, para reformar constituciones provinciales, pues también asistimos al ejercicio de poder constituyente originario, en 1991, en el caso de la nueva provincia de Tierra del Fuego.

Se efectuaron reformas constitucionales en 1986 en las provincias de Jujuy, La Rioja, Salta, San Juan y Santiago del Estero; en 1987 en Córdoba y San Luis; en 1988 en Catamarca y Río Negro; en 1989 en Misiones; en 1990 en Tucumán; en 1991 en Formosa; en 1993 en Corrientes; y en 1994 en Buenos Aires, Chaco, Chubut, La Pampa, Neuquén y Santa Cruz. Además, se sancionó una nueva Constitución en 1991 en la provincia de Tierra del Fuego.

Se reformaron, entonces, diecinueve constituciones provinciales y se estableció en otra provincia la primera ley suprema. Sólo tres Estados no modificaron sus máximas normas: Entre Ríos (Entre Ríos modifica su constitución provincial en el año 2008), Mendoza y Santa Fe. Como consecuencia de este proceso, pasaron a ser 18 las Provincias que posibilitaron la sanción de cartas orgánicas municipales.


Asimismo, debe señalarse en este período la sanción de cartas orgánicas municipales. 
Hemos señalado que la carta orgánica es "como una Constitución local, resultado del ejercicio de una especie de poder constituyente de tercer grado", tal como lo sostiene Sánchez Viamonte. Mediante la carta se regulan los distintos aspectos del régimen municipal: forma de gobierno, finanzas locales, poder de policía, servicios públicos, responsabilidad de los funcionarios, formas de participación ciudadana, relaciones intermunicipales. Al resultar el ejercicio de un poder constituyente de tercer grado, las cartas orgánicas municipales deben respetar las bases constitucionales establecidas por cada ley suprema provincial y por la Constitución Nacional. Esto significa que las cartas no deben subordinarse a la ley orgánica municipal de la provincia, aunque es necesario que exista una adecuada compatibilidad con ella y el resto de la legislación provincial.


c) 1994

Este tercer período se inicia con la reforma constitucional de 1994, que en el artículo 123 consagra la autonomía municipal, terminando el debate sobre la naturaleza jurídica de los gobiernos locales. Es la etapa que transitamos y que obliga a la continuación del proceso de modernización institucional en nuestro país, para consolidar dicho principio.

Dicha norma, complementa al artículo 5, y, en consecuencia, se ha prescrito que para el ejercicio de poder constituyente por las provincias uno de los requisitos establecidos es el de asegurar un régimen municipal autonómico.

La Convención fijó con claridad alejando toda posibilidad de dudas la obligación que deben cumplir las provincias de asegurar sus regímenes municipales en forma autonómica. No existe, en consecuencia, ninguna posibilidad de instauración de una autarquía, como naturaleza jurídica de los Estados locales. Ello en virtud de la supremacía de la Constitución Nacional, reformada con legalidad y legitimidad por la Convención de Santa Fe y Paraná.


Ya dijimos, al recordar el debate en la Convención Constituyente, que el término, "asegurando" hace referencia a lo que está, que existe e importa el reconocimiento del municipio como institución natural y necesaria, basada en las relaciones de vecindad. Esa era, por otra parte, la interpretación que también habíamos efectuado de la palabra "asegure" en el artículo 5.

Anteriormente hemos descrito detalladamente los fundamentos doctrinarios de la tesis autonomista sobre la base de este último artículo. También nuestra convicción sobre la existencia de tres órdenes gubernamentales, según el texto constitucional de 1853-1860. 
Asimismo, observamos que estos criterios se impusieron indiscutiblemente en el derecho público provincial y por último fueron aceptados por la nueva jurisprudencia de la Corte Suprema.


Tal como lo sostuvimos con Rosatti en el propio seno de la Convención Constituyente de 1994, si las provincias no aseguran el régimen municipal autonómico pueden llegar a ser intervenidas federalmente en virtud de los artículos 5, 6 y 123 de la ley suprema. 
En coincidencia con este punto de vista, Natale escribió: "... será requisito para la garantía federal que las provincias aseguren un régimen municipal de autonomía, como resultado de los artículos 5 y 123. Esto tiene importancia: se debe entender ampliada la exigencia del artículo 5 (régimen municipal) al carácter asignado por el artículo 123 (autonomía)".

De todas maneras, tal como lo expresamos en la Convención Constituyente, con respeto por las autonomías provinciales y porque la variedad y asimetría constituyen la base de un buen régimen municipal, se indicó en dicho artículo que las constituciones provinciales deben reglar el "alcance y contenido" de la autonomía local. 
Siempre se interpretó y ahora también, que el régimen municipal debía ser legislado por las provincias en ejercicio de sus autonomías, y que, en consecuencia, no podía existir un régimen local uniforme en nuestro país.


Ya veremos que el alcance y contenido de la autonomía se debe vincular con sus órdenes institucional, político, administrativo, económico y financiero, como lo indica el artículo que estamos comentando.

De ello resulta que la autonomía de las provincias tiene, con esta reforma, un intergiversable condicionamiento que respetar y que consiste en asegurar la autonomía municipal en dichos órdenes.


En consecuencia, las leyes supremas provinciales deben obligatoriamente adecuarse al artículo 123 de la Constitución nacional, y en el actual régimen municipal argentino hay que reformar las constituciones de Buenos Aires, Entre Ríos, Mendoza, Santa Fe y Tucumán, porque ya hemos visto que no aseguran la autonomía local de dicha manera, especialmente en el orden institucional.

Y si alguna provincia no cumple con el mandato constitucional, además de la posibilidad de intervención federal, compartimos el criterio de Quiroga Lavié de que al existir una inconstitucionalidad por omisión tanto los tribunales provinciales como federales deben tutelar ese derecho que tienen los municipios. En esta línea interpretativa, el distinguido constitucionalista comprende todos los órdenes de la autonomía, ejemplifican-do que si una provincia no garantiza un régimen mínimo de autoorganización, autoadministración y de autonomía económica y financiera, con los recursos suficientes para los municipios, éstos pueden disponer medidas por sí mismos, en aplicación del artículo 123, y que los tribunales federales deberán tutelar la acción municipal, mediante medidas de no innovar, frente a las acciones impeditivas del gobierno provincial.

Otra consecuencia directa de la nueva cláusula señalada también por Quiroga Lavié, con cuya interpretación acordamos es que, en el caso de una intervención federal a una provincia, si la ley del Congreso no establece en forma expresa su alcance al orden municipal, el interventor federal no podrá disponer dicha medida sobre los gobiernos locales.


Seguidamente nos detendremos en el significado de los órdenes institucional, político, administrativo, económico y financiero de la autonomía. 
Las provincias, en virtud de su autonomía, la primera determinación que han efectuado o deben efectuar según los casos es si el alcance y contenido de los órdenes citados comprende o no a todos los municipios. Si ocurre esta última hipótesis que es la más difundida en el actual régimen municipal argentino, estamos ante la distinción entre autonomía municipal plena y semiplena, a la cual nos referimos en la Convención Constituyente, y que hemos caracterizado en el punto anteriormente.

Corresponde seguidamente el análisis sobre el significado del "alcance y contenido” de la autonomía en cada uno de sus órdenes. 

Con relación al orden o aspecto institucional de la autonomía municipal, las provincias podrán o no categorizar sus municipios, para que tengan autonomía municipal plena o autonomía municipal semiplena, reiterando nuestra opinión afirmativa, sobre esta cuestión. Hemos sostenido que un buen régimen municipal debe tener presente las distintas infraestructuras sociológicas sobre las que se asientan los municipios, y, en consecuencia, es difícil que los más pequeños puedan afrontar la sanción de su propia carta orgánica.

Pero además de ello, también hemos destacado al observar el elemento poblacional del Estado local, que las provincias presentan distintas bases al respecto, y, en consecuencia, son diferentes los criterios y las cifras para el reconocimiento de la institución municipal. Y esto es propio de nuestra organización federal y de la realidad disímil de las provincias.

Incluso, en el reconocimiento del aspecto institucional, las constituciones difieren o pueden diferir en el alcance y contenido de las cartas orgánicas, por cuanto: a) pueden o no estar sujetas a la revisión del Poder Legislativo provincial, y, si lo están, con la posibilidad de amplia revisión, o, en otros casos, con la posibilidad de que la legislatura sólo apruebe o rechace la carta; y b) los requisitos que se establecen a las cartas por las constituciones provinciales varían notablemente, lo que también se relaciona con el grado de “autonomía" de cada convención municipal.


En este sentido, somos partidarios de que la constitucionalidad de la carta sólo pueda ser revisada por el tribunal superior de cada provincia, y en ningún caso por el Poder Legislativo, y que los requisitos exigidos sean los imprescindibles, para acrecentar las decisiones a tomar en cuanto al régimen local por el pueblo y representantes de cada municipio.

Sobre el orden o aspecto político de la autonomía municipal, luego de asegurar los principios republicanos, las provincias pueden establecer un muy amplio alcance y contenido en este material. Brevemente señalamos que pueden existir diferentes formas de gobierno local, sistemas de opción para que cada municipio resuelva al respecto, distintos sistemas electorales, mayor o menor participación ciudadana, etc., inclinándonos por los criterios que consoliden los valores republicanos y de la democracia participativa y con referencia a la categorización de los municipios.

Respecto del orden o aspecto administrativo de la autonomía municipal, también es ex-tensa la potestad provincial sobre alcance y contenido por cuanto la materia comprende cuestiones tales como servicios públicos, obras públicas, poder de policía, organización administrativa, etc... Conviene recordar aquí el fallo de la Corte Suprema en el caso "Rivademar" cuando sentenció que las provincias no pueden privar a los municipios de las atribuciones mínimas necesarias para el desempeño de su cometido "entre las cuales resulta esencial la de fijar la planta de su personal, designarlo y removerlo". 

En este aspecto de la autonomía administrativa, también es muy profunda la tarea de rescate de competencias que deben efectuar los gobiernos locales, aunque ella se verá facilitada por el proceso de descentralización en marcha.

Con referencia al orden o aspecto económico y financiero de la autonomía local se presenta asimismo una notoria amplitud sobre el alcance y contenido que las provincias puedan ordenar, por las materias relacionadas: tributos, gasto público, promoción del desarrollo económico, regionalización, etc.


No parece reiterativo hacer resaltar que, más allá de ello, resulta importante asegurar estos aspectos de la autonomía local. En este sentido, creemos que el artículo 123 consolida nuestra interpretación sobre el carácter “originario" de los poderes tributarios municipales, por cuanto estamos ahora indiscutiblemente ante un orden de gobierno autónomo que surge de la ley suprema, y que no podría tener asegurado dicho carácter si dependiese de una delegación efectuada por las provincias.
Dicho poder tributario municipal comprende la clásica tripartición de "impuestos", “tasas” y "contribuciones", y que está ampliamente adoptada en las constituciones provinciales al legislar sobre regímenes municipales.

Los problemas tributarios, de evidente complejidad, requieren una adecuada coordinación interjurisdiccional, a los fines de evitar las dobles o triples imposiciones y la alta presión tributaria.

Además, se impone una modernización de las administraciones locales, y, en particular, de los sistemas estatales de recaudación tributaria.

También debe recordarse la doctrina de la Corte Suprema en el caso "Municipalidad de Rosario c. Provincia de Santa Fe": "La necesaria existencia de un régimen municipal impuesta por el art. 5 de la Constitución Nacional, determina que las leyes provinciales no sólo deben imperativamente establecer los municipios, sino que no pueden privarlos de las atribuciones mínimas necesarias para desempeñar su cometido. Si tales entes se encontrasen sujetos en estos aspectos a las decisiones de una autoridad extraña, aunque se tratare de la provincial; ésta podría llegar a impedirles desarrollar su acción específica, mediante diversas restricciones o imposiciones, capaces de desarticular las bases de su organización funcional”.
Además, para terminar la dependencia que sistemáticamente han sufrido la mayoría de los municipios argentinos, deberá reconocérseles como lo prescriben algunas constituciones provinciales; una justa proporción de la coparticipación impositiva, tanto provincial como federal. Insistimos en que para esto también resulta necesario el cumplimiento de los mandatos de la ley suprema sobre la ley convenio de coparticipación impositiva.

La función económica de los municipios tiene múltiples consecuencias. Aquí reiteramos la necesidad de que los gobiernos locales sean socios y promotores del desarrollo eco-nómico, social e integral humano junto a los otros órdenes estatales. El problema como lo hemos visto es mucho más grave en las grandes ciudades, por los fenómenos de la desocupación, pobreza, marginalidad, exclusión social y violencia.

Debe además fortalecerse la autonomía económica local, por dos tendencias que se afirman como hemos visto: la integración, incluso supranacional y la descentralización.


Insistimos que ahora es menester hacer realidad este principio consagrado en la Constitución Nacional de la autonomía municipal, lo que obligará a una vigilia permanente y a la continuidad de la lucha por este alto ideal, base de nuestra descentralización política, del federalismo y de la democracia.

Finalmente, interpretamos que el artículo 123 ha ratificado la opinión doctrinaria y jurisprudencial sobre la existencia de una trilogía institucional de gobiernos federal, provinciales y municipales, sostenida antes de la reforma de 1994. Decíamos antes de la reforma, ya que después de ella y según lo dispuesto por el artículo 129, consideramos que actualmente hay cuatro órdenes estatales y, de gobierno, pues a los tres mencionados se suma el de la ciudad de Buenos Aires, con un status especial.


De esta síntesis histórica del debate sobre la naturaleza jurídica del municipio emerge con claridad la revolución producida hasta la consagración del principio de la autonomía municipal, tanto en la Constitución Nacional como en las Constituciones Provinciales. Esta evolución sería paralela a la importancia creciente de la urbanización en nuestro país como así también a la afirmación del régimen político democrático. Es que, en definitiva, sólo puede existir un municipio autonómico en un régimen político democrático, que es el único que admite la descentralización del poder, pues la historia ha demostrado que los sistemas autocráticos o totalitarios se han caracterizado por la centralización del mismo, relegando a los municipios a meras dependencias del poder estatal.

